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Interdisciplina
Hacia una comprensión integral de los problemas del agua
José Esteban Castro
Sociólogo y Politólogo, Profesor de la Escuela de Geografía y Medio Ambiente de la 
Universidad de Oxford, Inglaterra. Coordinador de la Red de Investigación WATERLAT 
La lucha por la justicia, eficiencia y sustentabilidad en el gobierno y la gestión del agua se ha 
convertido en una de las cuestiones globales de mayor importancia en el siglo XXI. En 
particular, la optimización de los servicios de agua potable y drenaje sanitario continúa 
siendo la clave para el mejoramiento de las condiciones de vida de miles de millones de 
personas, no sólo en los países menos desarrollados. No es sorprendente que la injusticia y 
la desigualdad en el acceso a los beneficios de la gestión social del agua y en la protección 
de las amenazas hídricas siga siendo fuente de confrontaciones sociales y políticas.
Estos y otros desafíos conectados con el gobierno y la gestión del agua involucran diversas 
áreas de conocimiento. Aunque se han logrado niveles muy elevados de sofisticación en los 
campos de la hidrología, la ingeniería y, más recientemente, la biotecnología aplicada a la 
gestión del agua, nuestro nivel de entendimiento de los procesos históricos, sociales, 
económicos, culturales y políticos involucrados sigue siendo limitado. Por una parte, estos 
son procesos de largo alcance, que frecuentemente son refractarios a las intervenciones de
política pública, predominantemente cortoplacistas. Por otra parte, y a pesar de la 
preocupación global por la transferencia de riesgos diversos a las próximas generaciones,
en la práctica las políticas del agua orientadas a evitar o minimizar dichos riesgos siguen
teniendo un impacto muy restringido. En última instancia, la gestión de los recursos hídricos 
no es una cuestión meramente técnica sino más bien una compleja empresa social 
multiescalar.
El abismo persistente entre los campos de conocimiento tecnocientífico y sociopolítico en 
relación con el agua permitiría explicar por qué el enorme progreso tecnológico alcanzado en 
décadas recientes en el sector no se ha visto reflejado en prácticas más eficientes y 
sostenibles de gobierno y gestión del agua o en mayor justicia, equidad y universalidad en el 
acceso a los beneficios derivados de dichas actividades. En este sentido, hay un 
reconocimiento creciente de la necesidad de alcanzar niveles más elevados de integración
entre los aspectos técnicos, socioeconómicos, políticos y culturales de la gestión del agua, 
ya que los mismos permanecen artificialmente aislados tanto en la teoría como en la 
práctica. 
La búsqueda de sistemas de gobierno y gestión del agua que sean sostenibles tanto en 
términos ecológicos como sociales, y que también resulten económicamente viables,
socialmente justos y políticamente legítimos, es uno de los grandes desafíos del presente 
siglo. Al igual que en otras áreas de la vida social, dicha búsqueda suele estar marcada por 
profundas confrontaciones sociales y políticas, que aquí denominamos genéricamente “la 
lucha por el agua”.
La lucha por el agua como objeto de conocimiento
A pesar de la evidencia creciente de que los procesos involucrados en las luchas por el agua 
son en gran medida autónomos de las condiciones físico-naturales y tecnológicas, ha sido 
muy difícil desarrollar un modelo interdisciplinario que permita avanzar en una descripción y 
una explicación integrales del problema. Una razón clave de este fracaso, puede 
argumentarse, es que las tareas de observación científica del carácter social que revisten los 
procesos físico-naturales han sido desarrolladas en una forma lenta y fragmentaria y han
estado sujetas a estancamientos e inercias, mientras que muchos aspectos han sido 
simplemente ignorados como objeto de estudio.
Además del diferencial de conocimiento desarrollado entre el campo social y las 
tecnociencias, existe una compartimentalización del conocimiento acumulado que se ha
desarrollado en gran medida desconectado entre sus diferentes áreas, lo que continúa 
siendo un obstáculo crucial para la comprensión de los procesos que subyacen en este 
tema. De esta forma, avances en ciertas áreas que podrían convertirse en catalizadores de 
una reestructuración cognitiva de más alto nivel, en gran medida continúan estando aislados
e ignorados debido a la dinámica predominantemente endogámica de las formas de 
producción de conocimiento.
Existen algunos obstáculos epistemológicos que siguen impidiendo la comprensión de las 
interrelaciones entre los procesos físico-naturales, técnicos y socio-políticos en la gestión del 
agua. Por ejemplo, revisemos la relación entre algunos de los actores sociales que producen 
conocimiento científico en este campo: a) el “experto técnico”, b) el “funcionario” y c) el 
“científico social”. Mientras que los dos primeros han adquirido un alto grado de poder social 
y autoridad en el campo de la gestión del agua, el tercero -a pesar de la existencia de una 
tradición importante de pensamiento social sobre el tema- ha tenido históricamente una
influencia muy limitada en el sector.
Desde mediados del siglo diecinueve y hasta fines del siglo veinte, ingenieros hidráulicos y 
químicos constituyeron posiblemente el ejemplo más claro de lo que aquí denominamos
“experto técnico”, que sobre la base de una acumulación de conocimiento altamente 
sofisticado acerca de los aspectos físico-naturales y técnicos de la gestión del agua  
ocuparon históricamente una posición central en este campo. En décadas recientes,
expertos económico-financieros y legal-administrativos pasaron a ocupar un rol cada vez 
más importante en el desarrollo de conocimiento técnico en relación al agua y, en muchos 
aspectos, han logrado cierto predominio en el ejercicio de poder social y político en el sector.
Por su parte, el personaje que denominamos “funcionario político” normalmente debe
hacerse cargo de procesos que se ubican fuera de la esfera de acción del experto técnico. El 
funcionario debe enfrentar problemas tales como el descontento de la población en relación 
con los servicios de agua, el impacto de las características sociales y económicas de ciertos 
sectores sobre las condiciones de acceso a dichos servicios o los conflictos entre usos y 
valoraciones rivales, a veces incompatibles entre sí, relacionadas con el agua (por ejemplo  
conflictos entre usos económicos rivales o entre la valoración económica y ecológica de un 
mismo cuerpo de agua). Mientras que el experto técnico tiende a conceptualizar a estos 
aspectos como externalidades, para el funcionario frecuentemente constituyen prioridades 
en la agenda política, quizás  por su relevancia  en una campaña electoral o por su 
centralidad en un proyecto de desarrollo regional.
Desde luego, muchos funcionarios a cargo de la gestión del agua son expertos técnicos de 
profesión, pero eso no debe oscurecer el punto en discusión. El enfoque cuantitativo de los
expertos es en gran medida el resultado de la racionalidad técnica que permea 
crecientemente a la gestión del agua y, en realidad, a la gestión pública en general. El 
funcionario, por su parte, encarna las perspectivas frecuentemente contradictorias que 
pueden hallarse en las instituciones a cargo de la gestión del agua, las cuales deben 
simultáneamente suministrar servicios eminentemente técnicos y resolver conflictos de 
naturaleza social, cultural, y política.
Por último, el cuerpo de conocimiento con el que identificamos al tercer sujeto epistémico, el 
“científico social”, cuenta también con una acumulación significativa en el estudio de las
interrelaciones entre las regularidades sociales y los ciclos físico-naturales de la gestión del 
agua. Aunque el rol de este sujeto en relación al gobierno y gestión de los recursos hídricos 
ha sido hasta ahora relativamente marginal, en décadas recientes ha venido ocupando un 
espacio cada vez más importante debido al carácter multidimensional de la crisis del agua y
muy particularmente en relación al estudio de la lucha por el agua.
En este sentido, podemos ilustrar las distintas trayectorias intelectuales de nuestros sujetos 
con un ejemplo (1). Los expertos técnicos tienden a analizar los conflictos por el agua en
base a observables cuantitativos. Sus conceptos claves (disponibilidad de agua, demanda, 
suministro, consumo, etc.) apuntan a correlaciones entre el crecimiento esperado de una 
determinada población, los volúmenes de agua disponibles y la capacidad infraestructural 
existente o a desarrollar dentro de un determinado período de tiempo. En esta perspectiva, 
el “conflicto” es principalmente el resultado de la falta de correspondencia entre variables 
cuantitativas, por ejemplo, cuando la demanda de agua crece impulsada por el crecimiento 
de la población y los volúmenes disponibles no son suficientes para abastecerla.
Por su parte, los funcionarios tienden a examinar estos conflictos a partir de un conjunto de 
observables diferente. Por ejemplo, pueden referirse a los hechos recurrentes de protesta 
social que ocurren en una determinada ciudad debido a la mala calidad de los servicios de 
agua o a los hechos de desobediencia civil emprendidos por los consumidores que deciden 
no pagar sus facturas de agua en expresión de disconformidad por la privatización de la 
empresa pública que prestaba el servicio. Dichas acciones constituyen una red intricada 
cuando se las observa a la escala de la interacción cotidiana entre los actores, por ejemplo 
entre distintos sectores de la población, las autoridades y las empresas de agua y
saneamiento. Ahora bien, a pesar de la diferencia existente en las formas en las que el 
experto y el funcionario comprenden los conflictos por el agua, en última instancia ambos 
sujetos tienden a reducir el proceso a sus dimensiones físico-natural y técnica, mientras que
la dimensión socio-política y cultural del problema permanece inobservable. El desafío de 
hacer observable el carácter social del gobierno y la gestión del agua y, muy 
particularmente, de lograr una mayor inteligibilidad de la estrecha interrelación entre las 
dimensiones físico-natural y social del proceso, requiere niveles más elevados de 
coordinación interdisciplinar que incorporen la contribución del científico social. 
Haciendo observables las regularidades sociales
Tomemos como ejemplo el caso de los servicios básicos de agua y saneamiento. En la jerga 
del sector, la población es frecuentemente clasificada con nombres genéricos, tales como 
“usuarios”, “consumidores” o “clientes”. Ahora bien, en los países menos desarrollados 
normalmente se requiere una categoría adicional ya que existen amplios sectores de 
población que no cuentan con acceso a las redes formales de distribución, a quienes 
podemos denominar  los “demandantes”, es decir, aquellos que demandan ser conectados 
al servicio. Esta no es una distinción trivial y en muchos casos esta categoría puede aplicar a 
un porcentaje elevado de la población (2). Lamentablemente, el carácter social y político de 
la existencia de esta categoría de personas es frecuentemente inobservable para expertos y
funcionarios. La clásica explicación oficial para esta situación de desigualdad es que la 
población que no cuenta con acceso a los servicios se encuentra localizada  en zonas 
irregulares, ya sea en sentido técnico y físico-natural (por ejemplo porque habitan en las 
laderas de los cerros o en zonas inundables) o en sentido legal-administrativo (por ejemplo 
porque habitan terrenos invadidos y sin título de propiedad).
Desde luego, las explicaciones oficiales tradicionales pasan por alto una cantidad importante 
de factores. Lo que inicialmente aparece como identidades abstractas y universales, ya sea 
la de usuario/consumidor/cliente o demandante, se convierte en una entidad mucho más 
compleja y diferenciada cuando se incorporan al análisis otras características, tales como las 
condiciones socio-económicas de los sectores sociales involucrados, que subyacen a la 
expansión de asentamientos irregulares en las periferias de los grandes centros urbanos, o
las conexiones políticas de los líderes de un barrio determinado que les permitió obtener 
acceso a los servicios básicos. Son dichas regularidades socio-políticas y económicas las 
que determinan quién puede ejercer sus derechos básicos a las condiciones mínimas de 
vida y quién no. En última instancia, una densa red de interacciones sociales, entre las 
cuales se destacan las relaciones de propiedad y las relaciones políticas clientelares, 
constituye el mecanismo que gobierna la inclusión y la exclusión de los individuos y las 
familias en relación al acceso a los beneficios derivados del gobierno y la gestión sociales 
del agua.
Gobernabilidad y mercantilización del agua
Existe una amplia literatura que refleja el debate actual sobre las transformaciones ocurridas 
en el campo de la gestión de los recursos naturales, especialmente desde comienzos de la 
década de 1980 cuando se adoptaron oficialmente las políticas de desarrollo sustentable a 
nivel internacional. Algunos autores han descrito estas transformaciones como el pasaje
desde un modelo basado en el monopolio estatal hacia un nuevo modelo que estaría 
caracterizado por un “pluralismo pragmático”. Posiblemente, uno de los elementos claves en 
esta literatura -inspirada largamente en la perspectiva neoliberal sobre la reforma del estado,
aunque no reductible al marco de pensamiento neoliberal- ha sido el reconocimiento del 
carácter multiescalar y multisectorial de los regímenes de gestión. En el lenguaje 
predominante en esa literatura, los sistemas de gobernabilidad incluyen las formas clásicas 
de autoridad estatal (jerarquías), pero también las formas de gestión características de los 
sectores privados (competencia mercantil) y voluntario (participación social). De acuerdo a 
estos autores, la gobernabilidad consistiría en una combinación de estructuras jerárquicas, 
dinámicas participativas, acción asociativa y mecanismos de mercado, y estaría basada 
principalmente en una cultura de diálogo, negociación, ciudadanía activa, subsidiariedad y 
fortalecimiento institucional.
Un aspecto crucial de ese debate es la relación entre las “incertidumbres fabricadas” que 
caracterizan a lo que el sociólogo alemán Ulrich Beck denomina la “sociedad del riesgo”
contemporánea y los derechos de ciudadanía, un espacio en el que se ha dado una inflación 
de formas que ahora también incluyen los derechos “tecnológicos”, “ecológicos”, y 
“medioambientales” entre otros. El debate ha contribuido a la mayor especificación y 
expansión de las categorías tradicionales de la ciudadanía, dando mayor énfasis al derecho 
a la participación social, por ejemplo, en relación al gobierno y gestión de la innovación 
tecnológica y de sus aplicaciones potenciales o reales, incluyendo el caso del agua y los 
servicios esenciales que dependen de este elemento.
Ahora bien, la contribución hecha por las corrientes más influyentes en el debate de la 
gobernabilidad al análisis de la lucha por el agua -que suele ser el resultado de la reacción 
social a los procesos de exclusión y desigualdad- ha sido más bien modesta. En realidad, si 
uno permanece dentro del marco ofrecido por estos estudios resulta muy difícil profundizar el 
análisis de la lucha más allá de sus dimensiones tecno-burocráticas. Aun más, quizás puede 
argumentarse que la principal contribución de esta literatura ha sido la de suministrar un 
marco teórico -y por qué no también ideológico- a la expansión sin precedentes de 
mecanismos de mercado en prácticamente todas las esferas de interacción humana, 
incluyendo la gestión de los recursos naturales y del agua en particular.
De esta manera, a pesar de que las corrientes dominantes en el debate de la gobernabilidad 
reconocen formalmente el carácter crecientemente multiescalar y multipolar de la estructura 
de gobernabilidad de los sistemas complejos, en última instancia este modelo ha privilegiado 
a los mecanismos de mercado y a sus agentes, a los cuáles se les ha otorgado un rol 
directivo, frecuentemente por encima de los otros componentes del complejo gobernante. En 
el caso del agua, esto se ha expresado notoriamente en los procesos de privatización de 
empresas de agua y saneamiento, en la expansión de monopolios privados dedicados a la 
prestación de servicios y la construcción de infraestructura y, más recientemente, a la 
mercantilización de la función de las propias empresas públicas dedicadas a la gestión del 
agua y sus servicios.
Tareas pendientes
Aunque no puede desconocerse la realidad de las limitaciones hidrogeológicas y técnicas 
que caracterizan a amplias regiones del globo, las razones que explican la incertidumbre 
cotidiana en relación al agua que afecta a millones de personas en el planeta son de 
carácter fundamentalmente socio-económico y político (3). En este sentido, podemos hablar 
de una incertidumbre “socialmente fabricada” que afecta a un número considerable de seres 
humanos, quienes a pesar de contar con el reconocimiento formal al derecho universal a las 
condiciones básicas de vida -incluyendo el acceso al agua- en la práctica se ven impedidos 
de hacer un ejercicio efectivo del mismo. 
A pesar de la gran acumulación de conocimiento científico y del desarrollo de tecnologías 
crecientemente sofisticadas para el control y manipulación eficientes de los recursos 
hídricos, nuestra capacidad y voluntad para implementar sistemas de gobierno y gestión del 
agua que nos permitan cumplir simultáneamente con las metas de sustentabilidad ecológica, 
viabilidad económica, legitimidad democrática y justicia social asumidas formalmente por la 
comunidad internacional siguen siendo cuestionables. 
En nuestra perspectiva, una de las grandes tareas pendientes es la de superar los 
obstáculos epistemológicos que continúan impidiendo el tratamiento integral del problema, 
en especial, la adopción de estrategias concretas que otorguen centralidad a las 
dimensiones socio-económica y política de la gestión del agua. 
Notas: 
(1) Ver J. E. Castro, Water, Power, and Citizenship. Social Struggle in the Basin of Mexico,
Houndmills, Basingstoke y Nueva York: Palgrave-Macmillan, 2006.
(2) A nivel mundial, un 17% de la población no tiene acceso a 2 o 3 litros diarios de agua 
limpia, mientras que un 40% no tiene medios elementales de saneamiento.
(3) El Informe sobre Desarrollo Humano 2006, editado por el PNUD, subraya que “la crisis 
mundial del agua nace de la desigualdad, la pobreza y el poder, no de la disponibilidad 
física”.
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